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Entre las modificaciones previstas en 
el Proyecto de Ley de Economía Sos-

tenible en relación con la Ley de Media-
ción, además de las relativas a la acti-
vidad de los auxiliares externos de los 
mediadores de seguros, o al nuevo régi-
men jurídico de las agencias de suscrip-
ción, había una de gran calado, como 
era la referente a la obligación del me-
diador de informar al tomador, antes de 
la conclusión de un contrato de segu-
ro, sobre los costes de adquisición in-
herentes al mismo. Bien es verdad que 
este deber de información sólo era exigi-
ble a petición del cliente; pero, como, en 
todo caso, sería necesario advertirle de 
su derecho a solicitar esa información, 
lo previsible era que, en multitud de oca-
siones, el mediador se viera obligado a 
proporcionársela.

La oportunidad de esta exigencia resul-
taba discutible, por cuanto, por un lado, 
supondría una discriminación respecto 
de lo que ocurre en numerosos sectores 
de la economía, y, por otro, obliga a pre-
guntarse hasta qué punto la información 
en cuestión resulta útil para el potencial 
tomador. Puede que en determinadas 
modalidades de Seguro de Vida el to-
mador se halle interesado en conocer 
ese dato, a efectos de calcular la ren-
tabilidad del producto que se le ofrece; 
pero es dudoso que ocurra lo mismo en 
los seguros distintos del de Vida. Ade-
más, lo más probable es que al tomador 
lo que de verdad le interese sea el im-
porte total de la prima que tiene que pa-
gar, y no la descomposición de esa pri-
ma en sus distintos componentes.

Pero es que, además, el cumplimiento de 
ese deber por parte del mediador tropieza 
con importantes inconvenientes desde el 
punto de vista técnico; al menos, tal como 
estaba redactado el proyecto de norma le-
gal, ya que la información que el media-
dor se hallaba obligado a facilitar se re-
fiere a la parte de prima correspondien-
te a los costes de adquisición. En efecto, 
a falta de una definición de qué se entien-
de por costes de adquisición, el concepto 
más aproximado es el gastos de adquisi-
ción, y el componente de la prima corres-
pondiente a tales gastos es uno de los re-
cargos que integran la prima comercial o 
de tarifa, y se detalla en las bases técni-
cas de la entidad aseguradora: es el que 
el artículo 76 del Reglamento de Seguros 
denomina recargo para gastos de adquisi-
ción, que, por tratarse de un concepto in-
terno a la prima, es, en principio, desco-
nocido para el mediador, por lo que difícil-
mente podrá dárselo a conocer al cliente 
potencial, a no ser con la colaboración de 
la entidad aseguradora; y, en todo caso, 
esa información sería a nivel de producto, 
pero nunca póliza a póliza.

Por otra parte, el concepto de gastos de 
adquisición es un concepto de índole con-
table, que surge de la reclasificación de 
gastos por destino que establece el Plan 
de Contabilidad de las Entidades Asegu-
radoras. Inicialmente, como el propio Plan 
dispone, los gastos de la entidad asegura-
dora se clasifican por naturaleza (sueldos, 
comisiones, publicidad, etc.), y luego es la 
aseguradora quien los reclasifica en razón 
del destino a que se hallen adscritos; de 
modo que si la función para la que, en úl-

timo término, se incurre en tales gastos 
es la de adquisición de pólizas, se recla-
sificarán como gastos de adquisición. Así, 
un sueldo de un comercial puede ser re-
clasificado como gasto de adquisición, y 
esta circunstancia se tendrá en cuenta 
por la entidad al elaborar sus bases técni-
cas y calcular el correspondiente recargo 
que, junto a la prima de riesgo y al recar-
go para gastos de administración, confor-
ma la prima de tarifa. De manera que bien 
puede suceder que dos entidades diferen-
tes tengan el mismo o similar porcenta-
je de gastos de adquisición sobre primas 
comerciales, y en una de ellas dicho por-
centaje corresponda, fundamentalmente, 
a comisiones, mientras que en la otra se 
deba a otro tipo de gastos, también clasi-
ficables como de adquisición. Pero, lógica-
mente, esto no lo sabe el mediador, y no 
parece que sea algo que importe dema-
siado al cliente: al menos, no como para 
dar lugar al nacimiento de una obligación 
legal a cargo del mediador.

Finalmente parece que se ha impuesto el 
buen sentido, y el Anteproyecto ha sido 
modificado, en el sentido de suprimir esa 
obligación, que ni respondía a una deman-
da de los consumidores ni era de fácil 
cumplimiento para los mediadores. Bien-
venida sea la rectificación a una iniciativa 
que nunca debiera haberse planteado.
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